
El ex comandante en jefe del
Ejército Óscar Izurieta, entre el
2006 y 2010, fue formalizado ayer
por el delito de lavado de activos
ante el 7º Juzgado de Garantía de
Santiago. 

Se trata de una arista de la
causa principal de uso de gastos
reservados por la que fue procesa-
do por la exministra en visita de la
Corte Marcial Romy Rutherford.

No obstante, es pesquisado por
la Fiscalía Regional de Los Lagos
solo respecto del delito de lavado
de activos, manteniéndose la
indagatoria por los delitos base en
la justicia marcial.

Según la indagatoria, el general (r) Izurieta recibió cerca de $170 millo-
nes provenientes de gastos reservados, los que habría utilizado para el pago
de un inmueble. 

Tras la instancia, el tribunal decretó las medidas de arraigo nacional,
firma quincenal y prohibición de contacto con personal pasado y vigente de
finanzas del Ejército. Además, se decretó un plazo de investigación de 120
días. Ante esto, la defensa del excomandante en jefe de la institución cas-
trense, encabezada por el abogado Alejandro Godoy, sostuvo que “estima-
mos que las medidas cautelares son razonables dado que recién hoy co-
mienza la investigación formalizada”. 

SE LE INDAGA POR EVENTUAL LAVADO DE ACTIVOS:

Óscar Izurieta, ex comandante en
jefe del Ejército.

Ex comandante en jefe del
Ejército Óscar Izurieta queda
con firma y arraigo 

ples conversaciones entre Andra-
de —quien se desempeñó como
asesor de la Subsecretaría de De-
fensa— y su expareja, la diputada
Catalina Pérez, donde le reenvía
mensajes de Genaro Cuadros (cer-
cano al PS), quien también presta-
ba servicios de asesoría en la mis-
ma repartición.

Fue el 2 de junio, unas semanas
antes de la publicación del medio
Timeline que destapó el caso,
cuando Andrade le envía a la le-
gisladora: “Les llegó desde el

El contenido del teléfono del ex-
representante legal de Democra-
cia Viva Daniel Andrade da cuen-
ta de que en la cartera liderada por
la ministra de Defensa, Maya Fer-
nández, ya se manejaba informa-
ción respecto de los convenios
suscritos por la fundación con la
seremi de Vivienda de Antofagas-
ta, liderada por Carlos Contreras,
por más de $426 millones.

Así lo revela una de las múlti-

Cuarto Piso el tema del Minvu
Antofagasta, no me extrañaría que
apareciera públicamente”, y aña-
de “esto me dice Genaro”.

La diputada le pregunta a qué
se refiere con cuarto piso, y An-
drade responde: “Ministra”, dan-
do cuenta de que la secretaria de
Estado Maya Fernández, o su
equipo, ya sabía.

Ante esto, Pérez retruca: “Im-
portante que aclares con el Mindef
que no es nada irregular”. En esa
línea, Andrade reenvía más inter-

cambios con Cuadros: “¿Tú sabes
que esto no tiene nada ilegal, cier-
to? Aunque sé perfectamente que
políticamente no se ve bien, me in-
teresa dejar en claro que no hay
nada ilegal”, dice Andrade, y Cua-
dros responde: “Lo tengo claro”.

“No he tocado ni un peso de esa
plata. Hay boletas e informes que lo
respaldan. Te lo digo porque la Ceci
me lo deslizó un poco, y es bueno
que al menos lo tengan claro, por si
llega a salir”, añade Andrade.

En la conversación, además,

según La Segunda, se hace alu-
sión a comunicaciones sobre el
tema con Cecilia Valdés, jefa de
prensa del entonces subsecreta-
rio Víctor Barrueto.

Desde el Ministerio de Defensa
respondieron al citado medio que
“descartamos de manera categóri-
ca que la ministra haya estado en
conocimiento, en fechas previas a
que el caso se hiciera público, de la
participación de Andrade en De-
mocracia Viva ni de los hechos
que están siendo investigados. La
alerta que tuvo el gabinete respec-
to de Andrade fue por los tuits
previos”, relativos a cuestiona-
mientos por “pitutos” de este.

Conversaciones con funcionarios de Defensa días antes de que el caso fuera público:

Chats de Andrade revelarían conocimiento de
equipo de Maya Fernández sobre convenios

O. RODRÍGUEZ

Desde la cartera descartan que la secretaria de Estado haya sabido de los contratos, y
que las alertas sobre el actual imputado en el caso fueron por “pitutos” que realizaba.

Maya Fernández, ministra de De-
fensa.
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Caminando y en solitario, sin la
compañía de un abogado, cerca
de las 15:00 horas de ayer el sub-
secretario de Bienes Nacionales,
Sebastián Vergara, llegó hasta el
edificio de Catedral 1437, en la co-
muna de Santiago, donde funcio-
na la Fiscalía Nacional. 

Adentro lo esperabann investi-
gadores de la Fiscalía Regional de
Coquimbo, encabezada por el
persecutor Patricio Cooper, quie-
nes obtuvo la declaración de Ver-
gara, en calidad de testigo, en la
causa en la que investiga el pre-
sunto delito de fraude al fisco por
parte del Presidente Gabriel Boric,
y todos quienes resulten respon-
sables, a partir de la querella in-
gresada por el abogado Raimun-
do Palamara, en representación
de la Fundación Fuerza Ciudada-
na, que impugna el proceso de
compraventa de la casa del expre-
sidente Salvador Allende.

En dicha indagatoria ya se reali-
zaron diligencias en las depen-
dencias del Ministerio de Bienes
Nacionales, donde se accedió a
documentos y a algunas versio-
nes de funcionarios.

n Siete como testigos, tres
como imputadas

Incluyendo al subsecretario,
son en total una decena los fun-
cionarios y exfuncionarios de
Gobierno que han entregado y
entregarán sus versiones ante
los investigadores de Coquim-
bo, donde también se indaga la
arista Procultura, del caso Con-
venios, donde está involucrada
Irina Karamanos, expareja del
Presidente Boric, además de la
investigación en torno a la tam-
bién fallida compraventa de la
Clínica Sierra Bella, por parte de
la Municipalidad de Santiago,
entonces encabezada por la exal-
caldesa Irací Hassler (PC).

Así, por ejemplo, desde el lu-
nes ya han declarado como testi-
gos tanto Vergara, como Fran-
cisca Moya, jefa de la División
Jurídica de la Segpres; Nélida
Pozo, directora del Servicio Na-
cional del Patrimonio Cultural;
Víctor Merino, subcontralor na-
cional; Denisse Hernández, exje-
fa de gabinete de la exministra
de Bienes Nacionales, Marcela
Sandoval (a quien se le pidió la
renuncia el 6 de enero a partir
del caso), y Pablo Maino, jefe de
División de Bienes Nacionales.

Sin embargo, a partir de hoy,
los investigadores comenzarán a
recibir los testimonios de quienes,
hasta ahora, tienen la calidad de
imputados en el proceso indaga-

torio. Así, se espera que a las 15:00
horas llegue hasta la Fiscalía Na-
cional la ministra de Defensa, Ma-
ya Fernández (PS). Mañana, a las
9:00 horas, sería el turno de la se-
nadora Isabel Allende (PS), su tía.
Ambas son parte central del frus-
trado proceso de adquisición del
inmueble por parte del Gobierno,
pues al ser herederas del exman-
datario, figuran como firmantes
del contrato de compraventa por
más de $900 millones, pese a que
de forma posterior a la amplia po-
lémica que suscitó la operación,
desde La Moneda confirmaron
que darían pie atrás.

Este jueves es una jornada cla-
ve, pues, además, el Pleno del
Tribunal Constitucional revisa
la admisión a trámite de los re-
querimientos que buscan que se
declare su cese en el cargo (ver
recuadro).

En tanto, mañana, declarará la
exministra Sandoval, también en
calidad de imputada.

Ayer, en el marco de la confir-
mación de estos interrogatorios
de la Fiscalía a funcionarios, la mi-
nistra del Interior, Carolina Tohá,
manifestó que “cada vez que la
Fiscalía ha necesitados anteceden-
tes—sobre cualquier investiga-

ción—que estén en manos del Go-
bierno, se ha colaborado con las
investigaciones”.

En esta línea, agregó que
“siempre también se ha tenido el
cuidado de manejar de la manera
más prudente antecedentes que
pueden afectar a terceras perso-
nas, o que dicen relación con ma-
terias sensibles que maneja el Es-
tado y que no pueden divulgarse
o no pueden entrar en discusio-
nes que están ajenas a la materia
de la cual se trataban. Como Go-
bierno en esto tenemos ya una
trayectoria y vamos a hacer cohe-
rentes con ella en este caso”.

n “No es normal ni debe
normalizarse...”

Por su parte, el abogado que-
rellante Raimundo Palamara,
reaccionó a las declaraciones
de la titular de Interior, seña-
lando que “no es normal ni de-
be normalizarse que ministros
de Estado que son colaborado-
res directos e inmediatos del
Presidente de la República, ni
parlamentarios que están jus-
tamente para crear las leyes
que debemos cumplir la ciuda-
danía, estén sentados en cali-
dad de imputados ante el Mi-
nisterio Público”.

Así, agregó que “aquí no hay
solo un error, no olvidemos
que la ministra (Fernández) al
igual que su tía han sido parla-
mentarias y han jurado o pro-
metido guardar y hacer guar-

dar la Constitución y las leyes,
por lo que mal podrían señalar
ahora que fue un error que per-
duró más de un año, desde que
se inició la idea de compra en
septiembre de 2023 y se mate-
rializó junto al contrato de
compraventa el 30 de diciem-
bre de 2024”.

Finalmente, en referencia a las
declaraciones, el representante de
Fuerza Ciudadana sostuvo que
espera que “más allá de los dere-
chos de los imputados de guardar
silencio, en caso que renuncien a
tal prerrogativa lo hagan con la
verdad para esclarecer pronta-
mente quiénes son los responsa-
bles de la defraudación que ocu-
rrió desde que se obtuvo el vale
vista y se dejó en notaría, a fin que
todos los responsables cumplan
con lo que la justicia determine”.

Fiscalía recopila las versiones de una decena de funcionarios sobre frustrada compraventa

“Casa Allende”: Subsecretario de Bienes
Nacionales declara como testigo y hoy
ministra de Defensa como imputada

OLIVER RODRÍGUEZ G.

La senadora Isabel Allende, en tanto, lo hará mañana en la misma calidad. Se espera que ambas
lleguen a la Fiscalía Nacional para responder las preguntas del Ministerio Público.
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n TC revisa hoy admisión de
requerimientos sobre legisladora
El Pleno del Tribunal Constitucional (TC), en su sesión de hoy, revisa

si admitirá a trámite los requerimientos que buscan que se declare el
cese de funciones de la senadora Isabel Allende (PS), ingresados por
congresistas del Partido Republicano y de Chile Vamos. 

Ambas presentaciones apuntan a que la legisladora infringió la
prohibición constitucional de celebrar contratos con el Estado, consa-
grada en el artículo 60 de la Carta Fundamental. Al interior del TC
confirman que las acciones sortearían esta etapa, dando lugar a un
procedimiento reglado que tendría un pronunciamiento en el mes de
marzo, pues en febrero la magistratura solo opera con una sala en
sistema de turnos. 

De ser admitidos a trámite, se otorgarán 10 días de traslado para
que las partes puedan responder, y posteriormente podría recibirse la
causa a prueba, para que se aporten antecedentes por un lapso de 15
días. Luego de eso, vendrían alegatos y un pronunciamiento por parte
de los ministros del Pleno, donde en el último tiempo predomina juris-
prudencia más cercana al oficialismo.

En paralelo, durante la próxima semana, los jueces de Huérfanos
1234 abordarán el requerimiento respecto de la ministra de Defensa,
Maya Fernández, presentado por el abogado Raimundo Palamara,
donde solicita que se declare su inhabilidad para permanecer en el
cargo, por haber suscrito un contrato con el Estado.

El subsecretario de
Bienes Nacionales, Se-
bastián Vergara, llegó
ayer cerca de las 15:00
horas a la Fiscalía Nacional.
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“Cada una de las 136 personas fallecidas es una historia en
sí misma que merece la dignidad de una investigación prolija”.
Así justificó el fiscal Osvaldo Ossandón su solicitud de ampliar
en 90 días la investigación para establecer las responsabilida-
des penales en el incendio forestal del 2 de febrero que alcan-
zó las ciudades de Viña del Mar y Quilpué, y que mantiene en
prisión preventiva a siete imputados (exbrigadistas de Conaf,
exbomberos y un exfuncionario de Senapred). 

El nuevo plazo será destinado a precisar el lugar y las
circunstancias en que murieron 36 de las víctimas, pues no
todas fueron recogidas por la policía en el lugar donde pere-
cieron, como resultado de las dramáticas circunstancias de los
fallecimientos —una madre murió calcinada abrazando a su
bebé; otras víctimas perecieron abrasadas por una ola de
calor al bajar de una micro, y vecinos resultaron carbonizados
mientras intentaban abrir las rejas—, y del caos de la trage-
dia, en la que personas fueron llevadas a centros asistenciales. 

El requerimiento —objetado solo por una defensa, dado que
la mayoría está pidiendo otras diligencias en favor de sus
clientes— fue acogido por la jueza de Garantía de Valparaíso,
Verónica Rivera. En este plazo adicional, el persecutor tam-
bién realizará pericias tecnológicas para extraer mensajes de
los teléfonos celulares incautados a los últimos cuatro deteni-
dos, además de estudios de ingeniería forestal pedidos por el
Consejo de Defensa del Estado para cuantificar los daños en la
reserva Lago Peñuelas y el Jardín Botánico, y sustentar su
acusación de daño ambiental.

PARA LOGRAR ESCLARECER MUERTE DE 36 VÍCTIMAS:

Tribunal extiende tres
meses la investigación del
incendio de Viña y Quilpué 

Anoche, poco antes de las 20:00, en el Tribunal de Garantía
de Cañete se inició la audiencia de control de detención y for-
malización de cargos en contra del décimo tercer imputado por
el ataque contra la familia Grollmus y sus instalaciones, perpe-
trado el 29 de agosto de 2022, en la comuna de Contulmo,
provincia de Arauco, al sur de Biobío. 

Antes de iniciar, el juez Cristián Rosenberg adelantó que la
solicitud de cautelares y el respectivo debate entre los intervi-
nientes se realizarán en la jornada de hoy.

Por esta misma causa, la Fiscalía de Biobío formalizó cargos
por seis incendios consumados, que incluyen la casa de la fami-
lia, el molino patrimonial, un museo, vehículos, y cuatro homici-
dios frustrados contra tres miembros de la familia Grollmus y
un trabajador. De las 12 personas ya formalizadas, diez son
adultos que cumplen prisión preventiva y dos son menores que
están en internación provisoria.

El jefe de la Brigada de Investigaciones Policiales y Antise-
cuestros (BIPE) de la PDI de Cañete, Carlos Henríquez, detalló
que la detención del nuevo imputado se produjo en el marco de
un operativo policial en el sector de La Granja, a tres kilómetros
de Cañete. “Esta detención se produce en un trabajo por ubicar
a un grupo de personas prófugas de la justicia y que se mantie-
nen vinculadas a la investigación por el atentado incendiario
contra el molino Grollmus”, detalló el detective.

El delegado presidencial de Arauco, Humberto Toro, destacó
que la investigación “está dando los resultados que permiten
detener a sujetos que han generado situaciones de violencia”.

CAUSA POR INCENDIOS Y HOMICIDIOS FRUSTRADOS

Nueva detención por
ataque a familia Grollmus:
ya son 13 los imputados
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